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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                     

SALA CUATRO (04) DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES 
Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Julio veintiocho (28)  del año dos mil nueve (2009). 





Acta No. 344 de julio 28 del año 2009. 





Expediente 66001-31-18-001-2009-00072-01



Se resuelve la impugnación presentada por el tutelante, contra la sentencia proferida el dieciséis (16) de junio del presente año por el JUZGADO PRIMERO PENAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCION DE CONOCIMIENTO de la ciudad, en esta Acción de Tutela promovida por TOLENTINO MENA MACHADO, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se le tutelen sus derechos fundamentales a la vida, al trabajo digno y a la vivienda, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada.

Manifiesta que es desplazado de Bagadó, Chocó, por lo que, en el año 2004 hizo tal declaración en la Personería a nombre propio y en el de sus tres (03) hijos; lo rechazaron porque había sacado el SISBEN. Afirma que no puede volver a su lugar de origen porque la guerrilla está asesinando a las personas. 

Pide, entonces, que se tutelen los derechos invocados y, en consecuencia, se le ordene a la accionada que lo inscriba en el Registro Único de Población Desplazada –RUPD-, se le entregue la ayuda humanitaria que prevé la ley o que, de lo contrario, le garanticen el retorno a su lugar de origen.  

Antes de admitirse la tutela, se ordenó por parte del funcionario de instancia la declaración del accionante. En ella narra con detalle lo acontecido, de lo cual se resalta i) que los hechos acaecidos comenzaron en el año 2000; ii) que en el 2004 acudió a ACCION SOCIAL para que lo inscribieran como desplazado, pero que no fue bien asesorado y no hizo las cosas como tenía que hacerlas; iii) que está sin trabajo desde el mes de diciembre; iv) que no debió ser rechazado por ACCION SOCIAL por cuanto su familia y él han padecido la tragedia del desplazamiento, por lo que forma parte la población vulnerable y v) que después de un tiempo de haber sido rechazada su inscripción como desplazado ante la accionada y viendo “la grave situación que estaba viviendo, volví a solicitar la ayuda, pero una vez verificaron en el computador, de una vez me dijeron que nose (sic) podía por cuanto ya había sido rechazado, pero en realidad a mi no me hicieron el estudio y el tramite (sic) que corresponde, como tenía que ser, para poder recibir los beneficios a los que tengo derecho (folios 8 y 9 del cuaderno de primera instancia) (negrilla fuera de texto). 
Se admitió entonces la tutela con proveído de fecha tres (03) de junio último. Frente a ella se pronunció la Agencia demandada que manifiesta que el accionante no se encuentra incluido desde el 13 de septiembre de 2002; que se adelantó el estudio de los hechos que ocasionaron el desplazamiento de éste y se determinó que, de acuerdo con el artículo 11 del Decreto 2569 de 2000, su declaración se encuentra dentro del marco de las causales de no inscripción en el RUPD; que ha actuado con pleno apego a la ley, por lo que el asunto es de competencia de la jurisdicción ordinaria y no del Juez de tutela; que la entidad cumplió con los procedimientos establecidos y que mal haría en incluir a una persona dentro del Registro Único de Población desplazada por la violencia que no llena los requisitos legales. 
El Juez a-quo profirió sentencia declarando improcedente la acción con fundamento en dos (02) elementos que estimó esenciales para la prosperidad del amparo judicial: la subsidiaridad y la inmediatez; para lo que se acotó que desde el tres (13) de septiembre de dos mil dos (2002) se le negó al accionante la solicitud de inscripción en el RUPD y contra esa decisión no agotó los recursos ordinarios, para venir luego de siete (07) años a solicitar la protección de sus derechos fundamentales, sin que se adviertan situaciones apremiantes que le hubiesen impedido acudir en forma oportuna al juez constitucional.
Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna el tutelante, manifestando que no está de acuerdo con la decisión y “exijo que sea la Corte la que tome la decisión, porque yo no estoy de acuerdo (sic) siendo que no me dan las garantías exigidas. Por eso pido que la Honorable Corte Constitucional me haga revisión como lo dispone el artículo 32 del decreto 2591 del 91 y me garanticen lo de la sentencia T-025 del 2004 y el auto 005 del 2009”.  
Aquí se ha surtido el trámite que en derecho corresponde y se pasa a resolver el recurso previas las siguientes,




II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Los derechos que el actor estima se le están vulnerando son el de La vida, trabajo digno y vivienda digna, consagrados en los artículos 11, 51 y 53, respectivamente, de la Constitución Nacional.






Sea lo primero decir que del escrito de contestación presentado por la accionada, no se desprende cuál fue la razón precisa para no incluir al accionante en el Registro Único de Población Desplazada. Si bien es cierto indicó que se adelantó el estudio de los hechos que ocasionaron el desplazamiento de éste y se determinó que de acuerdo con el artículo 11 del Decreto 2569 de 2000, su declaración se encuentra dentro del marco de las causales de NO INSCRIPCION en el RUPD, no se sabe en cuál o cuáles de las tres (03) causales que consagra el mencionado canon, se encontraba inmerso el señor TOLENTINO MENA MACHADO para no acceder a su petición. 




Ahora, el Despacho de instancia, vagamente consideró que lo era por la causal tercera (3ª.), relacionada con la inscripción en el registro después de un (01) año, cuando la accionada no aportó el acto administrativo pertinente y aquél, en virtud de la facultad oficiosa que le asiste, en búsqueda de la protección de los derechos fundamentales del actor, no lo solicitó. Aunque, a renglón seguido, precisa el juez a-quo que al parecer la solicitud fue radicada dentro de ese límite de tiempo, es decir, un año, lo cual genera confusión de cuál fue la real causa del rechazo de la inscripción (folio 29).




Y si observamos el escrito inicial de la tutela, el peticionario dice que “hice la declaración en la personería en el 2004 y salí rechazado por que al venirme de allá (se refiere a Bagadó, Chocó), venía enfermo y saqué el sisben para que me atendieran y por eso me rechazaron osea (sic) por la sacada del sisben (negrilla fuera del texto). Por tanto, no se sabe cuál fue la causal o causales  para que la accionada le negara la inscripción al accionante y pudiera obtener la ayuda humanitaria que por esta vía persigue.  

Lo anterior es preciso analizarlo porque si la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- tuvo como fundamento para negar la inscripción el hecho de que el accionante se encuentre afiliado al SISBEN, de entrada, viola sus derechos constitucionales fundamentales. Así lo ha dicho la Corte Constitucional:
“La aplicación de la encuesta Sisben como etapa previa a la concesión de beneficios a la población marginada, en especial la inclusión en el régimen subsidiado de seguridad social  en salud, no puede convertirse en un instrumento para negar el acceso a otros programas a favor de las personas en condiciones de debilidad manifiesta, como lo es la asistencia humanitaria a la población desplazada. En ese sentido, la aplicación de la encuesta Sisben y la entrega de la identificación correspondiente ratifican las condiciones de extrema pobreza en que se encuentra la actora y su grupo familiar debido al hecho del desplazamiento.
”

Por tanto, en este caso concreto, la acción de tutela se erige como un medio adecuado para brindar una idónea, oportuna y expedita solución al grave problema que afronta el tutelante en su condición de desplazado, razón por la que, por este solo aspecto, no se debió negar el amparo implorado. 
En relación con el principio de la inmediatez que también analizó el Juez de primera instancia y fue uno de sus fundamentos para negar la tutela, es preciso decir que desde cuando se le negó al accionante la inclusión en el Registro Nacional de Población Desplazada, que lo fue el 13 de septiembre de 2002, a esta parte, han transcurrido casi siete (07) años; y si la acción de tutela tiene como finalidad la protección de los derechos fundamentales de los asociados por una violación o una amenaza actual e inminente de los mismos a causa de la acción o de la omisión de las autoridades, bien pudiera decirse que, en principio, tal inminencia en este caso concreto ha desaparecido. 

Mas, se dice que en principio, porque en asuntos de corte bastante similar al presente, en los que también ha transcurrido un considerable lapso entre la negativa de la inclusión en el registro y la promoción de la tutela, la jurisprudencia constitucional ha concluido que la calidad de desplazado no se obtiene con la inserción de una persona en ese listado, sino por sus verdaderas condiciones personales, familiares y económicas, derivadas de las acciones de grupos al margen de la ley que asolan al país. En ese sentido, entonces, se ha dicho que la autoridad encargada de estudiar la declaración de su estado que hace un particular, debe ser cuidadosa para que no se tenga por una falta de amenaza directa lo que no constituye tal, pues si no se valora adecuadamente su situación particular y por ello no se le incluye en el registro, la violación de sus derechos fundamentales se torna permanente en el tiempo y da al traste con la inmediatez que se le pueda exigir para reclamar por vía constitucional su protección
.

En el caso que nos ocupa confluyen varias de esas circunstancias: el demandante afirmó que fue desplazado por la violencia reinante en el sector donde residía y que tiene tres (03) hijos y su esposa a cargo, lo que lo convierte en un sujeto de especial protección; esa misma condición, al decir de la Corte, lo relevaba, para acceder a esta vía del agotamiento de los recursos contra el acto administrativo que le negó  la inscripción, por tratarse de una cuestión formal que no puede prevalecer sobre lo sustancial. 
Y, lo que quedaría por establecer es si en realidad la conclusión a la que llegó la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- en el acto administrativo que negó la inscripción, consultó la real situación del demandante al haber sido marginado de su territorio y de su entorno social y se ajustó a los parámetros que la máxima autoridad constitucional ha señalado para ese efecto
, requisitos que en la providencia que se cita en el pie de página desarrolla en extenso y a cuya lectura remite la Sala, en gracia de la brevedad. 
La  situación de desplazado del accionante, en consecuencia, ha permanecido en el tiempo hasta el punto de que ha hecho tres (03) solicitudes ante ACCION SOCIAL para que se le inscriba en el RUPD: una en el mes de septiembre del año 2002 (manifestación de la accionada en el escrito de contestación); otra en el 2004 (según su declaración obrante a folio 09 del cuaderno principal), y la última, que no se sabe la fecha, pero que fue reciente, según la misma declaración que rindió ante el Despacho de primera instancia (folio y cuaderno ídem). 
En estas condiciones, la Sala, ordenará a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- que, con vista en las solicitudes que en su momento hizo el demandante, redefina, atendiendo la condición de desplazado que aquél denuncia, y aplicando el principio de la buena fe, la favorabilidad y la prevalencia del derecho sustancial, y por sobre todo que la carga de la prueba sobre esa excepcional situación de marginalidad radica en el Estado y no en quien eleva la solicitud
, si tiene derecho a ser incluido en el Registro Único de Población Desplazada. No deberá tener en cuenta, si fue que lo hizo, la condición de que el señor estaba afiliado al Sisben para negar la inscripción en el RUPD, tal como lo narró el tutelante en sede judicial.

Para tal efecto, expedirá un nuevo acto administrativo suficientemente motivado del que dará cuenta al Juzgado de primera instancia. 
En consecuencia, se revocará el ordinal primero de la sentencia para, en su lugar, conceder el amparo, con la finalidad de que Acción Social ajuste su decisión a los términos que han sido planteados por la jurisprudencia de la alta Corte, de los que dejará constancia en el acto administrativo respectivo; y el segundo para que, con fundamento en las solicitudes que en su momento hizo el demandante, redefina, teniendo en cuenta la condición de desplazado que aquél denuncia y los parámetros antes descritos, si tiene derecho a ser incluido en el Registro Único de Población Desplazada.




En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Cuatro (04) de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) REVOCAR el ordinal primero de la sentencia proferida el dieciséis (16) de junio del presente año por el JUZGADO PRIMERO PENAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCION DE CONOCIMIENTO de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por TOLENTINO MENA MACHADO, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.
En su lugar, se concede el amparo relacionado con los derechos a la vida, al trabajo digno y a la vivienda. 
2º) REVOCAR el ordinal segundo. 
En su lugar, se ordena a la accionada que, con fundamento en las solicitudes que en su momento hizo el demandante, redefina, teniendo en cuenta la condición de desplazado que aquél denuncia y los parámetros descritos en esta sentencia, si tiene derecho a ser incluido en el Registro Único de Población Desplazada.
Para tal efecto, expedirá un nuevo acto administrativo suficientemente motivado del que dará cuenta al Juzgado de primera instancia. 
3º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. Dto. 306 de 1992).





4º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Leonel Rogeles Moreno         Jaime Alberto Saraza Naranjo

� Sentencia T-1076 de 2005, mencionada en la T-215 de 2009.


� Sentencia T-468 de 2006.


� Ídem.


� Sobre la carga de la prueba y su inversión, sostuvo la Corte Constitucional en la misma sentencia T-468 de 2006: “A manera de conclusión se puede aseverar que resulta comprensible, que la mayoría de las veces las declaraciones encaminadas a ser inscrito en el Registro Nacional de Desplazados, adolezcan de impresiones o incluso de informaciones no verdaderas. No con ello pretende la Corte avalar las declaraciones que falten a la verdad, o presentarlas como algo trivial y ajustado a la corrección de los trámites jurídicos que en este ámbito se realizan. Pero si merece ser analizado en su justa medida, pues el temor, la zozobra, el sentirse amenazado y desamparado o la ignorancia, pueden tener como consecuencia obvia lo anterior. De este modo, es deber de las autoridades, por iniciativa propia, facilitar una reconstrucción razonable de los hechos relatados por el interesado. Así como también invertir las cargas probatorias de los mismos, pues como se ha dicho los sucesos generadores del desplazamiento, no siempre son hechos notorios de atención nacional en los medios de comunicación. Se estructuran en muchos eventos soterradamente, para generar en sigilo y con el paso del tiempo inseguridad y miedo en las personas que luego deciden por su seguridad abandonar su lugar de residencia.


Deben pues las autoridades, no sólo utilizar los mecanismos a su disposición para corroborar lo relatado por los supuestos desplazados, sino sobre todo presumir la buena fe de personas que se encuentran de todas maneras en manifiesta situación de indefensión.”








